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PODER JUDICIAL

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION
SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno en la Acción de Inconstitucionalidad 107/2007, promovida por el Procurador General de la República.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos.

ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD NUMERO 107/2007.

PROMOVENTE: PROCURADOR GENERAL DE LA REPUBLICA.

PONENTE: MINISTRO JOSE FERNANDO FRANCO GONZALEZ SALAS.

SECRETARIA: MAURA ANGELICA SANABRIA MARTINEZ.

México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día trece de abril de dos mil nueve.
VISTOS; y,

RESULTANDO:

PRIMERO. Por oficio presentado el veintinueve de enero de dos mil siete, en el domicilio particular de la licenciada Fabiola León Contreras, persona autorizada para recibir este tipo de documentos, remitido el treinta de enero de dos mil siete a la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, Eduardo Medina-Mora Icaza, quien se ostentó como Procurador General de la República, promovió acción de inconstitucionalidad solicitando la invalidez de las disposiciones que a continuación se señalan, emitidas y promulgadas por las autoridades siguientes:

“I. Autoridades emisora y promulgadora de la norma impugnada.------------------------------ a) Autoridad emisora: Congreso del Estado de Tlaxcala, con domicilio en Calle I. Allende número 31, Colonia Centro, Tlaxcala, Tlaxcala. --------------------------------------------
b) Autoridad Promulgadora: Gobernador del Estado de Tlaxcala, con domicilio en Palacio de Gobierno, Plaza de la Constitución Número 3, Colonia Centro, Tlaxcala, Tlaxcala.” --- “II. Norma general cuya invalidez se reclama: ---Artículo 147, fracciones XXI y XXI-Bis, del Código Financiero para el Estado de Tlaxcala y sus Municipios, contenido en el Decreto 131, publicado en el Periódico Oficial de la Entidad el 30 de diciembre de 2006.”

El tenor de dicho numeral es el siguiente:

Artículo 147. …

	CONCEPTO
	DERECHOS
CAUSADOS

	I. a XX . …
	

	XXI. Inscripción de escrituras de Constitución de fideicomisos; constitución de sociedades mercantiles, cesión, donación, venta de derechos o acciones
	El 0.5 por ciento sobre su monto o en su caso, sobre el valor comercial del o de los inmuebles fideicomitidos. 

	XXI-Bis La inscripción por ampliación de capitales sociales o fideicomitidos. 
	El 0.15 por ciento sobre su monto. 

	XXII. a XXXII. … 
	


SEGUNDO. El promovente estima que la disposición cuya invalidez solicita, viola el artículo 31, fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

TERCERO. Mediante acuerdo del treinta y uno de enero de dos mil siete, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar la acción de inconstitucionalidad bajo el número de expediente 107/2007 y, por razón de turno, designó como instructor al señor Ministro José Fernando Franco González Salas.

El Ministro instructor admitió a trámite dicha acción de inconstitucionalidad y ordenó dar vista a la Legislatura del Estado de Tlaxcala que expidió las normas reclamadas y al Gobernador de esa entidad federativa que las promulgó, para que rindieran sus respectivos informes.

CUARTO. El Congreso del Estado de Tlaxcala por medio del Diputado German Morales Morales, Representante de la LVIII Legislatura, por haber sido designado Presidente de la Mesa Directiva del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala al rendir su informe precisó:

1.- Que la aprobación del Decreto impugnado fue realizado con estricto apego a la legalidad, toda vez que se hizo de acuerdo a las facultades que le otorgan al Congreso del Estado de Tlaxcala los artículos 39, 40 y 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 54 de la Constitución Política para el Estado Libre y Soberano del Estado de Tlaxcala, y 9o., fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 
Estado de Tlaxcala;

2.- No se vulnera el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos porque se observó el proceso legislativo en cada una de sus etapas, pues la Comisión de Finanzas y Fiscalización del Congreso del Estado de Tlaxcala formuló una propuesta presentada mediante un dictamen para ser sometido a la consideración de este Pleno, que fue analizado y discutido para tomar la decisión plasmada en el Decreto que se combate, cumpliendo de esta manera con la función legitimadora de la ley, en razón de haber observado los mecanismos y etapas que integran el proceso legislativo. Técnica legislativa que por si sola hace que el Decreto mencionado esté revestido de constitucionalidad, siendo además que en esa ley se regulan los elementos esenciales de la recaudación respectiva por concepto de “derechos”, atendiendo que se trata de contraprestaciones que se pagan a la hacienda pública del Estado, por obtener servicios de carácter administrativo prestados por el mismo Estado y sus dependencias a personas determinadas que los soliciten, por tanto debe tomarse con atención que para la determinación de las cuotas correspondientes por concepto de derechos el costo que para el Estado representa el otorgamiento de servicios administrativos y que las cuotas que se exigen son iguales para todos, porque reciben servicios análogos, imperando los principios de proporcionalidad y equidad.

CONSIDERANDO:

PRIMERO. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver 
la presente acción de inconstitucionalidad, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 105, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 10, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, toda vez que se plantea la posible contradicción entre el artículo 147, fracciones XXI y XXI-Bis del Código Financiero para el Estado de Tlaxcala, Tlaxcala, publicado en el Decreto 131, del Periódico Oficial de la Entidad de treinta de diciembre de dos mil seis y la Constitución Federal.

SEGUNDO.- En primer lugar se analizará si la acción de inconstitucionalidad fue presentada oportunamente.

De conformidad con el artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, el cómputo del plazo de treinta días naturales para ejercitar la acción de inconstitucionalidad debe hacerse a partir del día siguiente al en que se publicó en el medio de difusión oficial la norma impugnada.

Asimismo, conforme al criterio sostenido por el Pleno en la sesión de cuatro de mayo de dos mil seis, derivado de la acción de inconstitucionalidad 25/2004, las acciones podrán ejercitarse dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, acorde con lo dispuesto por el segundo párrafo, de la fracción II, del artículo 105 constitucional, por lo que se abandonó el criterio sostenido por el Pleno en la sesión de veintisiete de octubre de dos mil cinco, derivado de la acción de inconstitucionalidad 21/2005.

Ahora bien, el Decreto impugnado fue publicado en el Periódico Oficial de la Entidad el treinta de diciembre de dos mil seis, y, por tanto, el plazo para ejercer esta vía inició el día treinta y uno del mismo mes y año y concluyó el veintinueve de enero del año dos mil siete.

En este tenor, toda vez que el oficio de la acción de inconstitucionalidad se recibió en el domicilio particular de la licenciada Fabiola León Contreras, funcionaria autorizada para recibir promociones de término fuera del horario de la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal, el veintinueve de enero de dos mil siete, según se advierte de la certificación que obra al reverso del escrito inicial, es decir, el último día del vencimiento del plazo, es evidente que su presentación fue oportuna.

TERCERO.- A continuación se procede a analizar la legitimación del promovente, por ser presupuesto indispensable para el ejercicio de la acción.

Suscribe la demanda Eduardo Medina Mora Icaza, en su carácter de Procurador General de la República, lo que acredita con la copia certificada de su designación en ese cargo por parte del Presidente de la República.

Ahora bien, de acuerdo con lo previsto por el artículo 105, fracción II, inciso c), de la Constitución Federal
, si en el caso se plantea la inconstitucionalidad del artículo 147, fracciones XXI y XXI bis, del Código Financiero del Estado de Tlaxcala y sus Municipios, ordenamiento que tiene el carácter de estatal, el Procurador General de la República cuenta con la legitimación necesaria para hacerlo.

Apoyan la conclusión anterior, las tesis de jurisprudencia número P./J. 98/2001 y P./J.92/2006, de rubros: “ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD. EL PROCURADOR GENERAL DE LA REPUBLICA TIENE LEGITIMACION PARA IMPUGNAR MEDIANTE ELLA, LEYES FEDERALES, LOCALES O DEL DISTRITO FEDERAL, ASI COMO TRATADOS INTERNACIONALES
.” y “ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD. EL PROCURADOR GENERAL DE LA REPUBLICA ESTA LEGITIMADO PARA SOLICITAR LA INVALIDEZ DE UNA LEY MUNICIPAL EXPEDIDA POR EL CONGRESO LOCAL
.”
CUARTO.- En virtud de que en este asunto no se hace valer causal de improcedencia o motivo de sobreseimiento, ni este Alto Tribunal advierte que se actualice alguno, se debe proceder al estudio de los conceptos de invalidez que hace valer el accionante.

QUINTO.- El Procurador General de la República sostiene que el artículo 147, fracciones XXI y XXI bis del Código Financiero para el Estado de Tlaxcala y sus Municipios transgrede los principios de proporcionalidad y equidad tributarias contenidas en el artículo 31, fracción IV de la Constitución Federal, porque no atiende al costo real del servicio proporcionado, sino a la capacidad económica del contribuyente (0.5 y 0.15 sobre el valor comercial del inmueble fideicomitido y de la inscripción por ampliación de capitales sociales o fideicomitidos, respectivamente), pues en la especie se traduce en el supuesto de que al ser mayor el valor comercial del inmueble o mayor la cantidad del capital social o fideicomitido, el pago por el servicio será mayor, lo que trae como consecuencia que dicho monto no resulta ser el mismo para todos los gobernados, fijándose en desigualdad de circunstancias para cada categoría de contribuyentes.

En primer término, de manera general podemos señalar que desde tiempos pretéritos, las Constituciones del mundo han puesto especial énfasis en establecer limitaciones al poder público, que se plasman en diversos principios que deben seguir las contribuciones, ante la necesidad de protección al derecho de propiedad privada de los gobernados. Estos principios no sólo actúan como límites, sino que también dan sus notas distintivas a las obligaciones públicas denominadas contribuciones o tributos.

El artículo 31, fracción IV de la Constitución Federal
, regula los principios que deben regir a las contribuciones tanto en nivel federal como en el del Distrito Federal, los Estados y los Municipios, ya que consagra los principios constitucionales tributarios de reserva de ley, destino al gasto público, proporcionalidad y equidad; los cuales además de ser garantías individuales, enuncian las características que pueden llevarnos a construir un concepto jurídico de tributo o contribución con base en la Norma Fundamental, las cuales se señalan a continuación:

a) Toda contribución tiene su fuente en el poder de imperio del Estado.

b) Constituyen prestaciones en dinero y excepcionalmente en especie o en servicios
.

c) Sólo se pueden crear mediante ley.

d) Se encuentran afectos a fines esencialmente recaudatorios, es decir, tienen por destino el gasto público, sin que se niegue la posibilidad de servir a propósitos de política económica.

e) Los criterios de justicia tributaria son el de proporcionalidad o capacidad contributiva y el de equidad.

De acuerdo con estas características previstas por la Norma Fundamental, se puede esbozar un concepto jurídico de las contribuciones o tributos que resulte aplicable a todos los niveles de gobierno, al cual se le puede definir como un ingreso de derecho público –normalmente pecuniario– destinado al financiamiento de los gastos generales, obtenido por un ente de igual naturaleza –Federación, Distrito Federal, Estados o Municipios–, titular de un derecho de crédito frente al contribuyente, cuya obligación surge de la ley, la cual debe gravar un hecho indicativo de capacidad económica, dando un trato equitativo a todos 
los contribuyentes.

Una vez fijado un concepto constitucional de contribución o tributo, se advierte que éste se conforma de distintas especies, que comparten una configuración estructural compuesta por sus elementos esenciales, los que, por un lado, permiten, mediante su análisis integral y armónico, determinar su naturaleza y, por el otro, constituyen el punto de partida para el análisis de su adecuación al marco jurídico constitucional que 
los regula.

Dichos elementos esenciales de la contribución, reconocidos tanto doctrinalmente como en el derecho positivo, consisten en el sujeto, hecho imponible, base imponible, tasa o tarifa, y época de pago.

Ahora bien, aun cuando los mencionados componentes de los tributos son una constante estructural, su contenido es variable, presentándose de manera distinta, dependiendo de qué tipo de contribución se analice, dotando a su vez de una naturaleza propia a cada tributo.

Asimismo, cabe apuntar que de acuerdo con la autonomía de las entidades federativas, y con el sistema de distribución de competencias que prevé la Constitución Federal, tanto la Federación como el Distrito Federal y cada Estado para sí y para sus Municipios, tienen libertad para realizar su propia configuración de las categorías de las contribuciones o tributos, imprimiendo los matices correspondientes a su realidad; sin embargo, esta libertad no autoriza al legislador para desnaturalizar estas instituciones, por lo que deben respetar sus notas esenciales tanto en lo referente a su naturaleza como contribución, como a las notas de sus especies.

Una vez sentadas las bases anteriores, cabe señalar que las contribuciones, han sido clasificadas distinguiendo cuatro especies del género, a saber: los impuestos, las aportaciones de seguridad social, las contribuciones de mejoras y los derechos, los cuales conceptualiza de la siguiente forma:

1.- Impuestos son las contribuciones establecidas en ley que deben pagar las personas físicas y morales que se encuentran en la situación jurídica o de hecho prevista por la misma y que sean distintas de las señaladas en las fracciones II, III y IV de este artículo.

2.- Aportaciones de seguridad social son las contribuciones establecidas en ley a cargo de personas que son sustituidas por el Estado en el cumplimiento de obligaciones fijadas por la ley en materia de seguridad social o a las personas que se beneficien en forma especial por servicios de seguridad social proporcionados por el mismo Estado.

3.- Contribuciones de mejoras son las establecidas en ley a cargo de las personas físicas y morales que se beneficien de manera directa por obras públicas.

4.- Derechos son las contribuciones establecidas en Ley por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público de la Nación, así como por recibir servicios que presta el Estado en sus funciones de derecho público.

En este sentido, en el Código Financiero Para el Estado de Tlaxcala y de sus Municipios, se establece lo siguiente:

ARTICULO 9

Artículo 9. Las contribuciones establecidas en este código se clasifican en impuestos, derechos y contribuciones especiales.

ARTICULO 10

Artículo 10. Los impuestos, son contribuciones con carácter general y obligatorio, que se establecen a cargo de personas físicas y morales, que se encuentren en las situaciones previstas en este Código.

ARTICULO 11

Artículo 11. Son derechos, las contraprestaciones establecidas en las disposiciones legales respectivas, por el uso de bienes de dominio público o por los servicios que prestan el Estado o los municipios, en sus funciones de derecho público.
Como se advierte, el Código Financiero para el Estado de Tlaxcala, prevé que los derechos son una clase especial de contribuciones consistentes en las contraprestaciones establecidas en las disposiciones legales respectivas, por el uso de bienes de dominio público o por los servicios que prestan el Estado o los municipios, en sus funciones de derecho público.

De lo expuesto, se puede afirmar que en las contribuciones denominadas “derechos”, el hecho imponible lo constituye una actuación de los órganos del Estado a través del régimen de servicio público, o bien, el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público de la Nación; mientras que en el caso de los impuestos, el hecho imponible está constituido por hechos o actos que sin tener una relación directa con la actividad del ente público como tal, ponen de manifiesto de manera relevante la capacidad contributiva del sujeto pasivo. No está por demás agregar que si bien la exigencia de capacidad contributiva es nota de las contribuciones, en el caso de los impuestos, que es su especie más importante, este aspecto cobra mayor relevancia.

Ahora bien, el numeral cuya invalidez se demanda es del tenor siguiente:

Artículo 147. …

	CONCEPTO 
	DERECHOS
CAUSADOS

	I. a XX . …
	

	XXI. Inscripción de escrituras de Constitución de fideicomisos; constitución de sociedades mercantiles, cesión, donación, venta de derechos o acciones
	El 0.5 por ciento sobre su monto o en su caso, sobre el valor comercial del o de los inmuebles fideicomitidos. 

	XXI-Bis La inscripción por ampliación de capitales sociales o fideicomitidos.
	El 0.15 por ciento sobre su monto.


Como deriva del precepto transcrito, en él se establece el pago de derechos causados con motivo de la inscripción de escrituras de constitución de fideicomisos; de sociedades mercantiles, cesión, donación, venta de derechos y acciones; así como de ampliación de capitales sociales atendiendo al valor comercial del inmueble fideicomitido o sobre el monto de los referidos capitales.

Tal disposición, como lo aduce el promovente, resulta inconstitucional, en virtud de que al establecer el derecho respectivo, incluye un elemento ajeno a su naturaleza jurídica, en tanto que no atiende al costo que 
el servicio relativo representa para el Estado.

En efecto, la norma pretende establecer un derecho (contribución), por la prestación del servicio de inscripción en los términos que han quedado puntualizados, lo que resulta contrario a los principios tributarios de proporcionalidad y equidad que rigen a los derechos, porque no toma en cuenta el costo del servicio que presta el Estado, sino un elemento ajeno, como es el valor comercial o el monto de los capitales sociales o fideicomitidos, lo que conduce a que por un mismo servicio los contribuyentes pagarán una mayor o menor cantidad, dependiendo de dichos parámetros, provocándose que por el mismo servicio se causen derechos en diversa cuantía, lo cual, como se dijo, es contrario a las garantías tributarias señaladas, pues se fija el monto del derecho en términos de la capacidad contributiva del destinatario del servicio, lo que da una escala de mínimos a máximos en función de dicha capacidad del causante, por el valor comercial o monto de capitales sociales fideicomitidos, siendo esto aplicable a los impuestos, pero de ninguna manera a los derechos cuya naturaleza es distinta.

Por consiguiente, los causantes no pagarán una cuota acorde con el servicio de inscripción prestado por el Estado de Tlaxcala pues desde el momento en que se determina mediante la aplicación de las tasas del .05% o .15% sobre el valor comercial o monto de capitales sociales o fideicomitidos, el monto será distinto en todos los casos, generando cantidades diferentes para cada contribuyente. 

En tales condiciones, el artículo 147, fracciones XXI y XXI bis del Código Financiero para el Estado de Tlaxcala y sus Municipios transgrede los principios de proporcionalidad y equidad tributarias contenidas en el artículo 31, fracción IV de la Constitución Federal, motivo por el cual procede declarar su invalidez, la cual surtirá efectos a partir del día siguiente de la legal notificación de la presente ejecutoria al Congreso del Estado de Tlaxcala.

En sentido similar se ha pronunciado este Tribunal Pleno, al abordar la naturaleza de las contribuciones denominadas derechos por servicios, entre otros asuntos, al resolver con fecha trece de octubre de dos mil ocho, las acciones de inconstitucionalidad 43 a 51, todas de dos mil ocho, así como la diversa 1/2007, resuelta el dos de agosto de dos mil siete, relativas a los derechos por servicios de alumbrado público y del servicio proporcionado por la Dirección del Registro Público de la Propiedad y de Comercio en esta última, previstos en diversas leyes de ingresos de las entidades federativas, en las que en lo medular se estableció que para determinar la proporcionalidad y equidad de los derechos debe atenderse al costo del servicio.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO.- Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad.

SEGUNDO.- Se declara la invalidez del artículo 147, fracciones XXI y XXI bis del Código Financiero para el Estado de Tlaxcala y sus Municipios, contenido en el Decreto 131, publicado en el periódico Oficial de la entidad el treinta de diciembre de dos mil seis.

TERCERO.- La declaratoria de invalidez surtirá efectos en términos del último considerando de esta ejecutoria.

CUARTO.- Publíquese esta sentencia en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Tlaxcala y en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en sesión celebrada el trece de abril de dos mil nueve. Puesto a votación el proyecto modificado, se aprobó por unanimidad de nueve votos de los señores Ministros Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Gudiño Pelayo, Azuela Güitrón, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Silva Meza y Presidente Ortiz Mayagoitia. Ausente el señor Ministro Aguirre Anguiano previo aviso y Góngora Pimentel, por estar disfrutando de vacaciones. Fue ponente en este asunto el señor Ministro José Fernando Franco González Salas. Firman los Ministros Presidente y Ponente con el Secretario General de Acuerdos que da fe.

El Ministro Presidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia.- Rúbrica.- El Ministro Ponente: José Fernando Franco González Salas.- Rúbrica.- El Secretario General de Acuerdos: Rafael Coello Cetina.- Rúbrica.

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de once fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con su original que corresponde a la sentencia del trece de abril de dos mil nueve, dictada por el Tribunal Pleno en la acción de inconstitucionalidad 107/2007, promovida por el Procurador General de la República. Se certifica para su publicación en el Diario Oficial de la Federación.- México, Distrito Federal, a dieciséis de junio de dos mil nueve.- Rúbrica.
� “ARTICULO 60.- El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente.


En materia electoral, para el cómputo de los plazos todos los días son hábiles.”


� “ARTICULO 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señala la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:


(…).


II.- De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.


Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por:


(...).


c) El Procurador General de la República, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del distrito Federal, así como de tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano; (…).”


� Novena Epoca. Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XIV, Septiembre de 2001. Tesis: �P./J. 98/2001. Página: 823. Texto del criterio: “El artículo 105, fracción II, inciso c), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos faculta al procurador general de la República para impugnar, mediante el ejercicio de las acciones de inconstitucionalidad, leyes de carácter federal, estatal o del Distrito Federal, así como tratados internacionales, sin que sea indispensable al efecto la existencia de agravio alguno, en virtud de que dicho medio de control constitucional se promueve con el interés general de preservar, de modo directo y único, la supremacía constitucional, a fin de que la Suprema Corte de Justicia de la Nación realice un análisis abstracto de la constitucionalidad de la norma. En otras palabras, no es necesario que el procurador general de la República resulte agraviado o beneficiado con la norma en contra de la cual enderece la acción de inconstitucionalidad ni que esté vinculado con la resolución que llegue a dictarse, pues será suficiente su interés general, abstracto e impersonal de que se respete la supremacía de la Carta Magna.”


� Novena Epoca. Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XXIV, Julio de 2006. Tesis: �P./J. 92/2006. Página: 818. Texto del criterio: “El artículo 105, fracción II, inciso c), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé la facultad del Procurador General de la República para promover acciones de inconstitucionalidad contra leyes federales, estatales o del Distrito Federal, así como tratados internacionales celebrados por México. Por otra parte, para determinar la calidad de la norma general impugnada (federal, estatal o del Distrito Federal), debe atenderse al órgano que la expidió, no al ámbito espacial de aplicación que tenga. En esa virtud, se concluye que el referido Procurador está legitimado para solicitar la invalidez de una Ley de Ingresos Municipal, en tanto es expedida por el Congreso Estatal de conformidad con el artículo 115, fracción IV, penúltimo párrafo, de la Constitución Federal, pero no respecto de disposiciones generales emitidas por el Ayuntamiento respectivo, como es el Bando de Policía Municipal.”


� “Artículo 31.- Son obligaciones de los mexicanos: (…). IV.- Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como del Distrito Federal o del Estado y Municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes.”


� En México las contribuciones pueden ser pagadas en dinero o bien en especie, en tanto que el artículo 31, fracción IV de la Constitución Federal no se limita al dinero, sino que genéricamente se refiere a “Contribuir para los gastos públicos (…).” Para ejemplificar lo anterior, se cita el tercer párrafo del Artículo 1º de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2006, que dispone: “El Ejecutivo Federal informará al Congreso de la Unión de los ingresos pagados en especie o en servicios, por contribuciones, así como, en su caso, el destino de los mismos.”





